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l 24 de abril de 2013, se derrumbó el edificio Rana Plaza en Savar, un distrito de 
Daca, capital de Bangladés, causando la muerte de 1.134 personas y dejando 
a más de 2.000 heridas. El edificio de ocho plantas albergaba diferentes 

fábricas de ropa proveedoras de multinacionales de la moda como Inditex, Primark, 
Mango y Benetton, entre otras, y empresas de distribución como El Corte Inglés. 
Las trabajadoras informaron sobre grietas estructurales en el edificio días antes de 
la catástrofe. Sin embargo, fueron obligadas a seguir trabajando porque las fábricas 
de confección se negaron a perder un día más de producción.

A pesar de que en el momento de producirse el derrumbe ya existían los Principios 
Rectores de Naciones Unidas, estos no tuvieron la fuerza suficiente para frenar la 
impunidad de la que gozan las empresas multinacionales cuando vulneran los 
Derechos Humanos (en adelante, DD. HH.).

Esta catástrofe, como otras, ponen sobre la mesa la urgencia de establecer límites 
a las multinacionales para que estén obligadas a respetar los DD. HH., laborales y 
ambientales, tanto en su propia actividad como en su cadena de valor. Estos límites 
solo serán posibles a través de la regulación de sus acciones con normativa 
vinculante que, entre otros elementos, garantice el acceso a la justicia de las 
víctimas, en casos como los ocurridos en Bangladés o en Ecuador.

Hay una asimetría normativa en materia de empresas multinacionales y DD. HH. 
Estas grandes empresas pueden denunciar internacionalmente a los Estados 
cuando estos ponen límites a sus actuaciones en casos de graves afectaciones a los 
DD. HH. en sus respectivos territorios; sin embargo, las organizaciones de afectados, 
movimientos ambientalistas o de DD. HH., o, incluso, los Estados afectados no las 
pueden denunciar porque no hay leyes internacionales que lo faciliten.

El propósito del presente dosier es, por un lado, presentar un panorama general 
del marco jurídico sobre las obligaciones de las empresas en materia de DD. HH. a 
escala internacional, europea, estatal y catalana. Por el otro, pretendemos que sirva 
como herramienta para que, desde los gobiernos locales y ciudadanía en general, 
sigamos presionando a los representantes políticos que, en otras instancias, tienen 
el poder de decidir leyes vinculantes que garanticen el respeto a la dignidad 
humana, al medioambiente y al bien común por encima de las ganancias de las 
grandes corporaciones.

Igualmente, con este sencillo documento, se espera sensibilizar a agentes 
económicos para que se informen de los diferentes procesos y recomendaciones 

E
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de la actual normativa, sobre todo soft law,1 de modo que reconozcan que la 
opción sincera y coherente por los DD. HH. no es incompatible con sus objetivos 
empresariales. Al contrario, las pequeñas y medianas empresas pueden convertirse 
en faros que señalen a grandes corporaciones que trabajar respetando los límites 
esenciales para la convivencia social genera beneficios tanto económicos como 
sociales, en la línea del “buen vivir”.2

En 2008, el Consejo de Derechos Humanos renovó el mandato del Representante 
Especial de DD. HH. y las empresas transnacionales y otras empresas mediante la 
Resolución A/HRC/RES/8/7. El resultado de este mandato fue la elaboración de los 
Principios Rectores sobre las empresas y los Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas, aprobados en el 2011.

Estos principios reafirman el deber de los Estados de proteger, respetar y cumplir 
los DD. HH. y establece la responsabilidad corporativa de no vulnerarlos, por 
lo que la implementación de la debida diligencia en esta materia es un requisito 
fundamental para que las empresas cumplan con esta responsabilidad.

Fruto de este debate, y gracias a la iniciativa de Ecuador y Sudáfrica, se aprobó la 
Resolución 26/9 en junio de 2014 con el fin de elaborar un instrumento internacional 
legalmente vinculante para las empresas transnacionales en materia de DD. HH.

Este 2024 se cumplen 10 años de esta resolución, ocasión que hemos tomado para 
publicar este documento. Queremos evidenciar que, a pesar del inmenso trabajo 
y la presión de la sociedad civil organizada, todavía hay grandes resistencias del 
ámbito político, por no hablar del lobby de las corporaciones, para evitar una 
normativa vinculante que les obligue a respetar las líneas básicas de respeto a la 
dignidad humana y a priorizar la vida y la naturaleza por encima de los beneficios 
económicos. Las ganancias, al final de todo, van a parar a manos de unos grupos 
muy reducidos, mientras que los costes van en detrimento de una gran mayoría 
social.

Por el momento, la debida diligencia es el instrumento mayormente promovido, 
tal y como veremos a lo largo de estas páginas, ante la ausencia de mecanismos 
jurídicamente vinculantes, que impide responsabilizar a las empresas, en especial 
a las grandes corporaciones o multinacionales, por la comisión de violaciones a los 
DD. HH. y daños al medioambiente.

1	 Actos normativos que no poseen formalmente un carácter obligatorio, pero que confor-
man un compromiso al que debería ajustarse las conductas de los actores a los que van 
dirigidos. Las disposiciones de soft law establecen códigos o patrones de conducta a 
cumplir, a pesar de que no son vinculantes jurídicamente.

2	 Concepto utilizado por las comunidades ancestrales de Suramérica que proviene del 
término quechua sumak kawsay, que significa: vida en plenitud que comprende la ar-
monía interna de las personas (material y espiritual), armonía social con la comunidad y 
entre comunidades, y armonía con la naturaleza.

https://ap.ohchr.org/documents/dpage_e.aspx?si=A/HRC/RES/8/7
https://www.ohchr.org/sites/default/files/documents/publications/guidingprinciplesbusinesshr_sp.pdf
https://www.ohchr.org/sites/default/files/documents/publications/guidingprinciplesbusinesshr_sp.pdf
http://ap.ohchr.org/documents/dpage_e.aspx?si=A/HRC/RES/26/9
http://ap.ohchr.org/documents/dpage_e.aspx?si=A/HRC/RES/26/9
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La debida diligencia en DD. HH. es un proceso para 
implementar desde las empresas con el objetivo de identificar, 
prevenir, mitigar, rendir cuentas y responder por los impactos 
negativos, reales o potenciales de sus propias actividades 
o las de su cadena de valor a los DD.HH. y ambientales en 
donde ejercen su actividad.

La puesta en marcha de procesos de debida diligencia debería ser el reflejo, por 
una parte, del compromiso “político” de la dirección de la empresa para adoptar 
medidas, prevenir o poner fin a las vulneraciones de DD. HH. que su actividad 
está ocasionando. Por otra, debería servir para reparar los impactos negativos 
reales o potenciales derivados de su actividad empresarial en materia de DD. HH. 
y daños al ambiente, lo que debería contemplar un seguimiento coherente de la 
implementación y de la eficacia de las medidas de reparación asumidas por la 
misma empresa.

De hecho, en el ámbito de la Unión Europea (en adelante, UE) se debe tener en 
cuenta la Directiva europea sobre diligencia debida de las empresas en materia 
de sostenibilidad, aprobada recientemente, después de un proceso en el cual la 
propuesta inicial ha quedado desvirtuada. Aun así, es un hito que en la UE ya se 
cuente con unas líneas básicas que sirvan para limitar los impactos negativos en los 
DD. HH. por las acciones de las empresas europeas y sus cadenas de producción.

En el ámbito de países europeos cabe citar la adopción de leyes y planes de acción 
nacional en algunos Estados, incluyendo al Estado español, que actualmente está 
elaborando el proyecto de Ley de protección de los Derechos Humanos, de la 
sostenibilidad y sobre la diligencia debida en las actividades empresariales.

Por su parte, en el ámbito catalán se aprobó el 5 de julio de 2021 la propuesta de 
creación del Centro Catalán de Empresas y Derechos Humanos que llevará 
a cabo el seguimiento y evaluación del impacto de las empresas catalanas o 
transnacionales con presencia en Cataluña sobre los DD. HH. y el respeto al medio 
ambiente de los países en los que se asientan.

Es un hecho que, en muchas partes del mundo, la actividad económica de 
empresas multinacionales afecta directa e indirectamente a la vida digna de 
personas y comunidades. Este impacto negativo se verifica, sobre todo, en las 
regiones donde abundan bienes naturales como minerales, agua, gas, petróleo, 
madera o pesca, y que todavía gozan de grandes extensiones de tierra sin urbanizar. 
De ahí todo el esfuerzo y el impulso de organizaciones sociales, ambientalistas 
y personas defensoras de DD. HH. para la creación de instrumentos jurídicos 
internacionales vinculantes que obliguen a las empresas y multinacionales a 
ajustar sus actividades económicas a los estándares del Derecho internacional 
de los DD. HH.
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l informe Business-related human rights abuse reported in the EU and 
available remedies, elaborado por la Agencia Europea para los Derechos 
Fundamentales y publicado en el año 2019, recoge los incidentes denunciados 

por la comisión de abusos ocurridos dentro de la UE y en terceros países, cometidos 
por empresas con base en la UE y que operan en el extranjero directamente o a 
través de sus cadenas de suministro. A continuación, presentaremos una breve 
síntesis de los principales derechos vulnerados presentados en este informe:

Vulneración al derecho a la vida, 
incluidos los derechos ambientales3

En países ricos en bienes naturales es habitual el desalojo de comunidades 
campesinas e indígenas de sus tierras. También se confirma la utilización de 
medios ilegales para modificar la propiedad de la tierra de estas comunidades y la 
práctica de engaños y falsas promesas buscando que la población firme contratos 
para arrendar sus tierras, tal y como ha ocurrido en muchos casos.

Un ejemplo paradigmático fue la construcción del corredor eólico en el Istmo de 
Tehuantepec en el que están implicadas varias empresas españolas: Iberdrola, Gas 
Natural Fenosa (Naturgy), Acciona, Renovalia y EDF, según afirma el Observatorio 
de Multinacionales de América Latina. La construcción de megaproyectos que 
afectan a las comunidades que viven en ellos, la biodiversidad y los ecosistemas se 
va imponiendo por la fuerza mediante estrategias de represión y violencia, que dan 
lugar a asesinatos, encarcelamientos y la criminalización de las personas que se 
oponen a estos proyectos en defensa de su territorio.

Estos abusos son propiciados por una economía extractivista en el campo de la 
energía, la agroindustria, la privatización del agua y la minería, que destruyen 
medios de vida tradicionales, además de contaminar la tierra y el abastecimiento 
de agua.

Ejemplos hay muchos:

•	 La empresa holandesa Royal Dutch Shell, junto a otras, como Chevron, BP, Total, 
Wintershall y Statoil, participa en un proyecto de extracción de gas y petróleo 
no convencionales en la provincia de Neuquén, en la Patagonia argentina. 
Las técnicas y procesos empleados para extraer este tipo de recursos son 
agresivas y generan un impacto en el medio ambiente.4 Además, en este caso, 

3	 En el ámbito internacional, el derecho al medio ambiente se reconoce de forma implícita 
a través del “derecho a un nivel de vida adecuado” en el artículo 11 del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos Sociales y Culturales, instrumento jurídicamente vinculante 
para los Estados que forman parte de este, y de forma expresa en la Resolución de la 
Asamblea General de Naciones Unidas, A/RES/76/300, de 28 de julio de 2022.

4	  Ecologistas en Acción, Petróleos no convencionales, noviembre de 2015.

E

https://fra.europa.eu/sites/default/files/fra_uploads/fra-2019-business-and-human-rights-focus_en.pdf
https://fra.europa.eu/sites/default/files/fra_uploads/fra-2019-business-and-human-rights-focus_en.pdf
https://omal.info/spip.php?article9632
https://omal.info/spip.php?article9632
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/international-covenant-economic-social-and-cultural-rights
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/international-covenant-economic-social-and-cultural-rights
https://undocs.org/Home/Mobile?FinalSymbol=A%2FRES%2F76%2F300&Language=E&DeviceType=Desktop&LangRequested=False
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según denuncian Greenpeace y la organización Observatorio Petrolero Sur, 
las perforaciones tuvieron lugar en las inmediaciones del área protegida Auca 
Mahuida, de manera que violaron la normativa de protección al medio ambiente, 
y afectaron a la población mapuche que habita la zona.

•	 A pesar de los conflictos conocidos en el Congo, Colombia, Zambia y reiterados 
informes negativos sobre las actividades mineras de Glencore en Perú, esta 
multinacional5 no ha implementado los estándares voluntarios diseñados por 
la OCDE para el sector financiero. Las instituciones financieras deberían ser 
consideradas responsables por los daños derivados de la actividad minera de sus 
clientes. En varios países latinoamericanos, incluido Perú, más de 40 autoridades 
administrativas han iniciado procedimientos judiciales contra Glencore por los 
impactos negativos de la minería y el ambiente que se verifican sistemáticamente 
en todas sus operaciones.6

Vulneración del derecho a disfrutar 
de unas condiciones de trabajo dignas

Las empresas transnacionales se benefician de las facilidades que gobiernos en 
todo el mundo les brindan para que se establezcan en sus territorios, anteponiendo 
la inversión extranjera al cumplimiento de los DD. HH. y contribuyendo a malas 
condiciones laborales para los trabajadores e incluso situaciones de trabajo forzoso.

Según el Convenio n.º 29, de 1930, de la OIT, el trabajo forzoso es aquel realizado de 
forma involuntaria y bajo amenaza de una pena cualquiera. Las personas pueden 
ser forzadas a trabajar mediante el uso de la violencia o la intimidación, o desde 
medios más sutiles como una deuda manipulada, retención de documentos de 
identidad o amenazas de denuncia a las autoridades de inmigración.

Hoy en día el uso del trabajo forzoso y las malas condiciones en sectores como el 
textil o el de la construcción son de conocimiento común para todos, tal y como se 
verificó en la catástrofe de Rana Plaza en Bangladés.

Las condiciones insalubres y la vulneración al derecho del descanso de los 
trabajadores en Qatar durante la Copa Mundial de 2022 generaron titulares y 

5	 La principal multinacional, con sede en Suiza, dedicada a la compraventa y producción 
de materias primas y alimentos del mundo.

6	 Información tomada de Eu-Lat (2023). Estudio de caso: Mina en Perú. El caso Espinar.

Para profundizar en otros casos similares ver Hemeroteca  Recursos en

 #NoEsNormal

https://patagoniambiental.com.ar/info/mapuches-demandan-a-petroleras-por-contaminar-la-patagonia-indiscriminadamente/
https://opsur.org.ar/wp-content/uploads/2019/12/2019-Fractura-Expuesta-6.pdf
https://normlex.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_INSTRUMENT_ID,P12100_LANG_CODE:312174,es
https://eulatnetwork.org/es/estudio-de-caso-mina-en-peru-el-caso-espinar/
https://reds.ong/noesnormal
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campañas, pero no frenaron la celebración del evento. Grandes vulneraciones de los 
DD. HH. quedaron plasmadas en el informe de Amnistía Internacional “‘Creen que 
somos máquinas’: Trabajo forzoso y otros abusos contra la población trabajadora 
migrante en el sector de la seguridad privada en Qatar: Resumen ejecutivo y 
recomendaciones”.

Igualmente, en 2023 varias asociaciones en contra de los abusos de las 
multinacionales del sector textil denunciaron ante tribunales franceses a diversas 
empresas, entre ellas Inditex, por el abuso del trabajo forzoso de la minoría uigur en 
China.

Vulneración al derecho a la 
no discriminación

En virtud del artículo 2.d de la Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos 
fundamentales en el trabajo y su seguimiento, todas las personas trabajadoras y 
solicitantes de empleo tienen derecho a recibir el mismo trato. La discriminación 
tiene lugar cuando alguien recibe un trato menos favorable debido a características 
que no guardan relación con sus competencias o sus calificaciones exigidas para 
el empleo. En torno a la mitad de los casos de discriminación relacionados con la 
igualdad de trato en el empleo y la ocupación se basan en razones de género, color 
de piel, edad o discapacidad. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha 
documentado múltiples abusos de este tipo en su informe “Empresas y Derechos 
Humanos: estándares interamericanos”, elaborado en 2019.

Asimismo, en Europa, aunque no solo, las personas inmigrantes se ven 
particularmente expuestas a sufrir tratos desiguales dada la situación de especial 
vulnerabilidad a la que se les somete precisamente por legislaciones que convierten 
el derecho a migrar en un delito.

Vulneración al derecho a 							    
un remedio efectivo

Cuando las comunidades directamente afectadas intentan que se haga justicia, 
sus aspiraciones se ven frustradas por la influencia del poder corporativo, la 
ineficacia de los sistemas jurídicos, la falta de información, la corrupción y las 
potentes alianzas entre el Estado y las empresas. Además, cuando los Estados 
asumen su deber de protección e intentan remediar la situación, se topan 
con las obligaciones asumidas en los tratados de protección y promoción de 
las inversiones extranjeras o en tratados de libre comercio que los obligan a 
dirimir las controversias en tribunales de arbitraje internacionales, de modo que 

https://www.amnesty.org/es/documents/mde22/5388/2022/es/
https://www.amnesty.org/es/documents/mde22/5388/2022/es/
https://www.amnesty.org/es/documents/mde22/5388/2022/es/
https://www.amnesty.org/es/documents/mde22/5388/2022/es/
https://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_norm/---declaration/documents/normativeinstrument/wcms_716596.pdf
https://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_norm/---declaration/documents/normativeinstrument/wcms_716596.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/EmpresasDDHH.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/EmpresasDDHH.pdf
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renuncian a una prerrogativa fundamental de la soberanía como es la competencia 
territorial de los tribunales nacionales.7 Resulta sumamente preocupante que las 
personas afectadas no puedan obtener justicia, y que las empresas transnacionales 
se aprovechen de la impunidad estructural que pervive en la mayoría de los países 
en materia de responsabilidad empresarial.

Justino Piaguage, del pueblo siekopai, uno de los tantos pueblos indígenas 
de la Amazonía ecuatoriana, explica en el siguiente extracto de entrevista, lo 
que significan más de 30 años batallando judicialmente contra la petrolera 
estadounidense Chevron-Texaco para que responda por los daños sociales y 
ambientales en su territorio.

Es difícil imaginarse estar litigando 30 años contra una gran 
corporación como Chevron-Texaco. ¿Cómo ha sido este camino?

La primera demanda la pusimos en Estados Unidos y Chevron dijo que 
el caso debería ser trasladado a Ecuador porque el problema ocurrió en 
Ecuador y yo creo que eso respondió a una estrategia jurídica en la que 
pensaron que el sistema judicial ecuatoriano sería más fácil de sobornar. 
Pero perdieron y resultaron diciendo que nosotros sobornamos al 
juez. Primero presentamos la demanda en Lago Agrio, donde hay un 
solo juez, y ganamos en primera instancia. Texaco apeló y pasó a la 
segunda instancia en la Corte Provincial y luego, finalmente, a la Corte 
Constitucional, donde se sentenció que Chevron-Texaco debía pagar 
nueve mil millones de dólares.

La sentencia finalmente jamás se ejecutó porque Chevron apeló y puso 
un juicio contra el Estado ante el Tribunal de La Haya que les dio la 
razón. Pero, para nosotros, ese fue un juicio contra el Estado por temas 
de acuerdos comerciales que nada tiene que ver con nuestro caso, que 
es entre comunidades indígenas frente a Chevron reclamando por los 
daños ambientales sociales y culturales que cometieron. Claro que ellos 
muy astutamente lo vincularon para que anulasen la sentencia y encima 
se les pague por supuestos daños a la imagen corporativa de Chevron.

Ustedes demostraron ante el mundo y la Justicia lo ocurrido, pero la 
empresa sigue impune. ¿Eso no desmoraliza?

Sí, pero vamos a seguir, no vamos a claudicar en esta lucha porque ya 
nuestros abuelos y abuelas se nos están yendo sin ver justicia, sin ver 
la reparación de la Amazonía y eso nos duele muchísimo. No podemos 
morir sin haber visto justicia.

7	 Juan Hernández Zubizarreta, Erika González y Pedro Ramiro (eds.). Diccionario crítico de 
empresas transnacionales. Icaria Editorial, 2012.

https://omal.info/spip.php?page=article_diccionario&id_article=4809
https://omal.info/spip.php?page=article_diccionario&id_article=4809
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¿Cómo se sentirían reparados?

El primer paso es reparar y restaurar la Amazonía y eso significa limpiar 
todo lo que dejó Chevron-Texaco, así no pueda ser posible hacerlo 
en su totalidad y dejarla en su estado natural, pero sí al menos tener 
un ambiente mucho más sano. Y, a partir de aquí, cuidar la Amazonía 
y dejarla tranquila. Hay que respetar la vida de los pueblos originarios 
porque ese es su espacio de vida y eso es lo que no se ha entendido 
desde el sistema capitalista que mira la Amazonía como un recurso que 
hay que exprimir al máximo. La Amazonía tiene su función y esa función 
es que dé vida a todo el planeta. Hay que dejar de mirar a la Amazonía 
con ojos del capitalismo.

Este caso ha revelado la injusticia de los tribunales de arbitraje y la 
falta de instrumentos jurídicos internacionales que obliguen a las 
grandes empresas a asumir las consecuencias ambientales y sociales 
de sus operaciones. ¿Qué se debería hacer?

Debería haber un sistema judicial internacional vinculante porque no 
puede ser que alguien que vive afuera venga, haga lo que a él mejor le 
convenga, deje toda la barbaridad y toda la contaminación, salga de ese 
país y no tenga que responder absolutamente por nada. Entonces, creo 
que hay que repensar un sistema jurídico para ver cómo se puede buscar 
justicia frente a este tipo de atropellos. No podemos seguir permitiendo 
que empresas transnacionales sin ninguna responsabilidad social, ni 
económica, ni ambiental, ni jurídica se salgan con la suya.

Javier Sulé, periódico Público (29.04.2023). “Treinta años de impunidad 
de la contaminación de Chevron-Texaco en Ecuador: ‘La Amazonía 
sigue sangrando’”.
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n virtud del Derecho internacional, los Estados tienen la obligación de proteger 
a las personas contra la vulneración de los DD. HH. que cometan terceras 
partes, incluyendo las empresas, en el territorio sometido a su jurisdicción. Por 
su parte, las empresas también tienen el deber de respetar los DD. HH., incluso 

si los Estados no cumplen con sus obligaciones. Además, cuando ocurren abusos, 
las víctimas deben tener acceso a un recurso efectivo a través de mecanismos de 
reparación judiciales y no judiciales. Pero todo esto es papel mojado porque no hay 
una normativa vinculante que lo haga cumplir.

En la última década, se está tratando de regular el impacto de la actividad empresarial 
sobre el respeto a los DD. HH. en distintos ámbitos. Aunque por el momento 
únicamente podemos hablar de la adopción de normas cuyo cumplimiento es 
voluntario para las partes que las suscriben, en cada uno de niveles de gobernanza 
se están debatiendo iniciativas que implicarían la adopción de normas jurídicas 
vinculantes capaces de crear obligaciones exigibles para las partes.

A continuación presentaremos, a modo de panorama, la normativa sobre 
empresas y DD. HH. vigente a escala internacional, regional, estatal y catalana 
con la esperanza de que llegue el día en que finalmente haya un mecanismo 
efectivo y vinculante que ponga freno a las sistemáticas violaciones a los DD. 
HH. y daños al medioambiente, sobre todo por parte de las grandes corporaciones 
que gozan de total impunidad frente a los desastres que están ocasionando en la 
vida de pueblos enteros y en su entorno.

Ámbito internacional

Principios Rectores de Naciones Unidas sobre las empresas y los 
Derechos Humanos

Hasta el momento es el principal instrumento en materia de empresas y DD. HH. de 
las Naciones Unidas, elaborado por el Representante Especial para la cuestión de 
los DD. HH. y las empresas transnacionales y otras empresas en 2011. Su adopción, 
cuyo propósito principal es proporcionar un marco de acción para prevenir y 
responder ante los impactos negativos sobre los DD. HH. derivados de la actividad 
empresarial fue ampliamente respaldada por organizaciones internacionales y 
regionales, sindicatos y organizaciones de la sociedad civil. Se trata de 31 principios, 
organizados en tres capítulos, que se basan y reflejan la estructura de los tres pilares 
del marco de las Naciones Unidas para “Proteger, respetar y remediar”, adoptado 
por el Consejo de Derechos Humanos en 2008, así:

	Proteger los DD. HH., como deber de los Estados.

	Respetar los DD. HH., como responsabilidad de las empresas.

	Remediar los daños causados por las violaciones a los DD. HH., mediante 
mecanismos eficaces y accesibles, implementados por los Estados y las 
empresas.

E

https://www.ohchr.org/sites/default/files/documents/publications/guidingprinciplesbusinesshr_sp.pdf
https://www.ohchr.org/sites/default/files/documents/publications/guidingprinciplesbusinesshr_sp.pdf
https://negocioresponsable.org/wp-content/uploads/2019/03/MARCO-PROTEGER-RESPETAR-REMEDIAR-ESPANOL.pdf
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De manera más específica, cabe señalar que:

1	 El deber de los Estados de proteger a las personas que se encuentren en su 
territorio y/o jurisdicción contra las violaciones a los DD. HH. incluye las cometidas 
por terceros como son las empresas. Aunque en este caso los Estados no son 
responsables en sí mismos, podrían estar incumpliendo sus obligaciones 
internacionales en materia de DD. HH. cuando no adopten las medidas 
adecuadas para prevenir, investigar, castigar y reparar los abusos cometidos por 
las empresas.

En concreto, la obligación que tiene el Estado de proteger se relaciona con la 
conducta destinada a prevenir los abusos por parte de las empresas, que se traduce 
en:

•	 La adopción y/o revisión de la legislación que tenga por objeto o por efecto 
hacer respetar los DD. HH. en las empresas y aquella otra legislación que rija 
su actividad empresarial. Cuando se trate de empresas de su propiedad, bajo 
su control o que reciban importantes subvenciones, los Estados tendrán que 
adoptar medidas adicionales para evitar la comisión de abusos. En este caso, si 
este tipo de empresa comete una violación a los DD. HH. puede implicar una 
violación de las obligaciones internacionales del mismo Estado.

•	 Supervisar la actuación de las empresas cuando las autoridades estatales 
contratan sus servicios, porque pueden impactar en el disfrute de los DD. HH., 
y promover el respeto de los DD. HH. por parte de las empresas con las que 
llevan a cabo transacciones comerciales.

• 	 Fomentar el respeto de los DD. HH. por parte de las empresas en zonas 
afectadas por conflictos. Para ello, deberían prestar asistencia adecuada a 
las empresas poniendo especial atención a la violencia sexual y de género, y 
asegurar la eficacia de las políticas, leyes, reglamentos y medidas coercitivas 
vigentes para prevenir el riesgo de que las empresas se vean implicadas en 
graves violaciones a los DD. HH.

• 	 Garantir el cumplimiento de las obligaciones de DD. HH. cuando lleguen a 
acuerdos políticos con otros Estados o empresas.

2	 El deber de las empresas de respetar los Derechos Humanos supone que:

• 	 Se deben abstener de infringir los DD. HH. internacionalmente reconocidos, que 
se refieren, como mínimo, a los derechos enunciados en la Carta Internacional 
de Derechos Humanos y los principios establecidos en la Declaración de la 
Organización Internacional del Trabajo relativa a los principios y derechos 
fundamentales en el trabajo.

• 	 Deben hacer frente a las consecuencias y responsabilidades cuando sus 
acciones limiten o nieguen la realización plena de los DD. HH.

• 	 Tienen que contar con políticas y procedimientos adecuados en función de 
su tamaño. En concreto, las empresas deben firmar una declaración política 
donde asuman su responsabilidad de respetar los DD. HH., adoptar un proceso 
de diligencia debida para “identificar, prevenir, mitigar y rendir cuentas de 
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cómo abordan su impacto sobre los DD. HH.”, y poner en funcionamiento 
unos procesos que permitan reparar todas las consecuencias negativas sobre 
los DD. HH. provocados por las empresas o que estas hayan contribuido a 
provocar.

3	 La obligación de remediar concierne tanto a Estados como a empresas. Los 
primeros, como parte de su obligación de proteger, deben:

• 	 Garantizar la eficacia de los mecanismos judiciales estatales cuando aborden 
las violaciones a los DD. HH. relacionadas con empresas; establecer mecanismos 
de reclamación extrajudiciales y apropiados.

• 	 Facilitar el acceso a mecanismos de reclamación no estatales, incluyendo 
en estos aquellos administrados por una empresa por sí sola, una asociación 
económica o un grupo multilateral de partes interesadas, pero también los 
organismos internacionales o regionales de DD. HH.

Por su parte, las empresas deben establecer o facilitar mecanismos de reclamación 
eficaces del ámbito operacional a disposición de las personas y las comunidades 
que sufran los impactos negativos de la actividad empresarial.

Respecto al valor jurídico de los Principios Rectores, a pesar de que se trata de un 
instrumento jurídico de carácter no vinculante, que además no establece nuevas 
obligaciones de Derecho internacional, estos aclaran e interpretan normas 
internacionales de DD. HH. que en algunos casos sí son vinculantes para los 
Estados, y ofrecen orientaciones sobre cómo llevarlas a la práctica. 

Entre ellos, destaca el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (derecho 
a la vida, artículo 6; derecho a un remedio efectivo, artículo 14 y derecho a la no 
discriminación, artículo 24), el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (derecho a un medio ambiente sano, interpretado por los 
órganos pertenecientes al sistema de Naciones Unidas a través del “derecho a un 
nivel de vida adecuado” artículo 11; derecho a condiciones de trabajo dignas, artículo 
7.ii), los Convenios de la OIT o incluso la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos.

El imperativo de proteger todos los DD. HH. frente a los abusos de las 
empresas es un deber que recae sobre los Estados, y en la mayoría de los 
casos se trata de una obligación jurídica contraída a través de la ratificación de 
tratados internacionales de DD. HH. con carácter vinculante en la que figuran 
disposiciones a tal efecto. En este sentido, el deber de proteger que los Principios 
Rectores atribuyen al Estado nace de estas obligaciones.

Principios de contratación responsable. Integración de la 
gestión de los riesgos relacionados con los Derechos Humanos 
en las negociaciones entre Estados e inversores. Orientación 
para los negociadores.

Se trata de un conjunto de orientaciones o directrices presentado por el 
Representante Especial sobre Empresas y DD. HH., John Ruggie, al Consejo de 

https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/international-covenant-civil-and-political-rights
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/international-covenant-economic-social-and-cultural-rights
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/international-covenant-economic-social-and-cultural-rights
https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/Publications/Principles_ResponsibleContracts_HR_PUB_15_1_SP.pdf
https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/Publications/Principles_ResponsibleContracts_HR_PUB_15_1_SP.pdf
https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/Publications/Principles_ResponsibleContracts_HR_PUB_15_1_SP.pdf
https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/Publications/Principles_ResponsibleContracts_HR_PUB_15_1_SP.pdf
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Derechos Humanos, que los aprobó en la resolución 17/4, de 16 de junio de 2011. 
Deben ser leídos juntos a los Principios Rectores y se deben aplicar teniendo en 
cuenta las obligaciones impuestas al Estado por el Derecho internacional de los 
DD. HH.

Dicho de otra forma, los Principios de contratación no crean nuevas obligaciones 
para los Estados, sino que “describen diez principios fundamentales que 
contribuyen a incorporar la gestión de los riesgos relacionados con los DD. HH. 
en la negociación de contratos de proyectos de inversión entre entidades de 
Estados receptores e inversores extranjeros”. En definitiva, el fin último de los 
Principios de contratación es fomentar que las empresas contemplen los riesgos 
que su actividad puede generar en los DD. HH. y adopten medidas para evitarlos.

Declaración tripartita de principios sobre las empresas 
multinacionales y la política social de la Organización 
Internacional del Trabajo.

Este instrumento contiene una serie de principios dirigidos directamente a las 
empresas multinacionales sobre política social y prácticas inclusivas, responsables 
y sostenibles en el lugar de trabajo. Se enmarca en las normas internacionales 
del trabajo (convenios y recomendaciones de la OIT) y prevé la adopción de leyes, 
políticas, medidas y disposiciones apropiadas adoptadas por los gobiernos y 
mediante la cooperación entre los gobiernos y las organizaciones de empleadores 
y trabajadores de todos los países. Contiene disposiciones en materia de empleo, 
formación, condiciones de trabajo y vida y relaciones industriales, así como la 
política general. La Declaración sobre las empresas multinacionales se adoptó hace 
más de 40 años y ha sido modificada en varias ocasiones (2000, 2006, 2017, y, más 
recientemente, en 2022).

Líneas directrices de la OCDE para Empresas Multinacionales 
sobre Conducta Empresarial Responsable.

Estas directrices fueron adoptadas en 1976, se reformaron por primera vez en 2011 
y, posteriormente, en julio de 2023. Se trata, otra vez, de una serie de principios y 
normas no vinculantes dirigidas a las empresas que operan en países adheridos o 
que tengan su sede en ellos.8

Desde la reforma de 2011 recogen un apartado (Parte I, capítulo IV) dedicado 
a los DD. HH., acorde con los Principios Rectores de Naciones Unidas, también 

8	 Se refiere a los Estados miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrol-
lo Económicos (OCDE) que al momento de redactar este informe son: Canadá, Estados 
Unidos, Reino Unido, Dinamarca, Islandia, Noruega, Turquía, España, Portugal, Francia, 
Irlanda, Bélgica, Alemania, Grecia, Suecia, Suiza, Austria, Países Bajos, Luxemburgo, Italia, 
Japón, Finlandia, Australia, Nueva Zelanda, México, República Checa, Hungría, Polonia, 
Corea del Sur, Eslovaquia, Chile, Eslovenia, Israel, Estonia, Letonia, Lituania, Colombia y 
Costa Rica. También es miembro la Unión Europea. Las nuevas adhesiones se pueden 
consultar en la web de la OCDE.

https://www.ilo.org/empent/Publications/WCMS_124924/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/empent/Publications/WCMS_124924/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/empent/Publications/WCMS_124924/lang--es/index.htm
https://www.oecd.org/publications/lineas-directrices-de-la-ocde-para-empresas-multinacionales-sobre-conducta-empresarial-responsable-7abea681-es.htm
https://www.oecd.org/publications/lineas-directrices-de-la-ocde-para-empresas-multinacionales-sobre-conducta-empresarial-responsable-7abea681-es.htm
http://www.oecd.org/
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aprobados ese mismo año. Una vez más, las directrices no crean nuevos derechos, 
sino que reiteran el deber de los Estados de proteger los DD. HH. y apelan al 
deber de las empresas de respetarlos. En este sentido, se repiten literalmente 
las obligaciones enunciadas en los demás instrumentos:

•	 Evitar causar o contribuir a impactos negativos sobre los DD. HH. y abordar dichos 
impactos cuando ocurran, dentro del contexto de sus propias actividades.

•	 Buscar formas de prevenir o mitigar los impactos negativos sobre los DD. HH. que 
están directamente relacionados con sus operaciones comerciales, productos o 
servicios en virtud de una relación comercial, incluso si no contribuyen a dichos 
impactos.

•	 Elaborar y difundir públicamente una política que formule su compromiso de 
respeto de los DD. HH.

•	 Llevar a cabo la debida diligencia en materia de DD. HH. adaptada al tamaño, 
naturaleza y contexto de las operaciones, y a la gravedad de los riesgos de los 
impactos negativos sobre estos.

•	 Proporcionar o cooperar a través de procesos legítimos en la reparación de los 
impactos negativos sobre los DD. HH., cuando identifiquen que han causado o 
contribuido a causar esos impactos.

La actualización del 2023 supone la incorporación de recomendaciones para 
una conducta empresarial responsable en áreas de especial importancia, como 
el cambio climático, la biodiversidad, la tecnología, la integridad empresarial y 
la diligencia debida en la cadena de suministro.

Una singularidad de las directrices es que cuentan con un mecanismo de 
implementación específico: los puntos nacionales de contacto para una 
conducta empresarial responsable. Estos organismos, constituidos por 
los gobiernos de los países adheridos, funcionan como un mecanismo 
de reclamación extrajudicial de casos específicos. Su función es 
mediar entre las partes, empresa multinacional y reclamante (sobre 
quien, injustamente, recae la carga de la prueba), ya sea institución 
o persona física o jurídica, con el objetivo de que logren una situación 
de consenso. En el Estado español este organismo es el Punto Nacional 
de Contacto de España, adscrito a la Secretaría de Estado de Comercio 
dependiente del Ministerio de Industria, creado en 2014.

Tratado vinculante de Naciones Unidas

El 26 de junio de 2014, el Consejo de Derechos Humanos aprobó la Resolución A/
HRC/RES/26/9, promovida por Ecuador y Sudáfrica, en la que se decidió “establecer 
un grupo de trabajo intergubernamental de composición abierta encargado, entre 

https://www.ohchr.org/es/special-procedures/wg-business
https://undocs.org/Home/Mobile?FinalSymbol=A%2FHRC%2FRES%2F26%2F9&Language=E&DeviceType=Desktop&LangRequested=False
https://undocs.org/Home/Mobile?FinalSymbol=A%2FHRC%2FRES%2F26%2F9&Language=E&DeviceType=Desktop&LangRequested=False
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otras cosas, de elaborar un instrumento jurídicamente vinculante para regular 
las actividades de las empresas transnacionales y otras empresas en el Derecho 
internacional de los Derechos Humanos”. Dicha resolución fue adoptada con solo 
20 votos a favor, 14 en contra y 13 abstenciones. Ningún Estado miembro de la UE 
votó a favor de la resolución, incluido el Estado español.

Han pasado 10 años y todavía no hay un tratado vinculante que ponga freno 
a los abusos y violaciones a los DD. HH. y daños al medioambiente por parte de 
las empresas multinacionales o grandes corporaciones. Es evidente la falta de 
voluntad política por parte de los representantes estatales para subvertir el orden 
de prioridades en la legislación internacional. La dignidad humana tiene que estar 
por encima de los intereses económicos de estas corporaciones y de los Estados. 
El objetivo central del tratado vinculante es evitar que las violaciones de DD. HH. y 
daños al medioambiente cometidas por empresas transnacionales queden en la 
impunidad.

Uno de los casos que despertó el interés y argumentó la importancia 
de tener una normativa que evite la impunidad corporativa ante 
sistemáticas violaciones a los DD. HH. y daños al medioambiente por 
las multinacionales fue el caso Chevron vs Ecuador. No por casualidad el 
Estado ecuatoriano fue uno de sus impulsores.

Después de 25 años de juicio, la sentencia que obliga a Chevron (antes 
Texaco) a pagar 9.500 millones de dólares destinados a la reparación 
del desastre ambiental, a pesar de haber sido ratificada en todas las 
instancias judiciales de Ecuador, no ha sido ejecutada. Para evitar su 
cumplimiento, Chevron retiró todos sus activos de Ecuador. Ante ello, 
las personas afectadas tuvieron que recurrir a cortes extranjeras (en 
Argentina, Brasil y Canadá) para homologar y ejecutar la sentencia, 
sin éxito. Mientras tanto, decenas de miles de personas continúan 
sufriendo serios impactos en la salud. 

Las muertes con cáncer son 130% más frecuentes y con un riesgo 
de mortalidad 260% más elevado que en otras zonas del Ecuador. 
En el suelo, continúan las más de 880 fosas llenas de crudo que 
dejó Texaco, los ríos siguen llenos de sedimentos de hidrocarburos y 
contaminados por los derrames de crudo en la Amazonía, una de las 
regiones más ricas en biodiversidad del mundo. Desde hace más de 
40 años, estos impactos no han sido adecuadamente remediados. 

El crimen corporativo continúa.

Peor aún, en 2009, Chevron demandó al Estado ecuatoriano 
ante la Corte Permanente de Arbitraje de la Haya, activando el 
mecanismo de solución de disputas inversor-Estado (conocido 
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como ISDS). La petrolera pidió, además de una compensación económica, 
que la Corte interfiriera en el mismo sistema ecuatoriano de justicia. En 
agosto de 2018, el panel de arbitraje falló en favor de Chevron, condenando 
a Ecuador a pagar una suma aún desconocida a la transnacional. Ordenó 
además al Gobierno ecuatoriano que evite que se ejecute la sentencia de los 
tribunales ecuatorianos. Ecuador planteó una acción de nulidad del laudo 
ante el sistema judicial holandés, que no fue rechazada en primera instancia.

En caso de aplicar el Gobierno este laudo arbitral, estaría violando su propia 
constitución, anulando los derechos de las 30.000 personas afectadas 
y favoreciendo abiertamente los intereses de Chevron. Esta decisión 
establecería, por lo tanto, un peligroso precedente a escala internacional que 
podría incitar a otros tribunales de arbitraje similares a situarse por encima 
de los tribunales nacionales de justicia, de modo que se socavarían los 
fundamentos del Estado de derecho.

Chevron y la impunidad coorporativa", Campaña Global para Reivindicar la 
Soberanía de los Pueblos, Desmantelar el Poder de las Transnacionales y 
poner Fin a la Impunidad (2021)

Recientemente, el Grupo de Trabajo Intergubernamental ha debatido el tercer 
borrador revisado del instrumento jurídicamente vinculante para regular, en el 
Derecho internacional, las actividades de las empresas transnacionales. Este texto, 
que incluye a todos los actores en las cadenas de producción globales, fue adoptado 
por este grupo de trabajo en 2021. El borrador actualizado se publicó en julio de 
2023.

Este instrumento es crucial para que las empresas se responsabilicen de 
los impactos negativos y los abusos a los DD. HH. derivados de su actividad 
empresarial, ya que, hasta ahora las directrices voluntarias, como son los 
Principios Rectores y las anteriormente explicadas, no han resultado suficientes 
para lograr este objetivo.

Principales aspectos que destacar del tercer borrador.

a	 Ámbito de aplicación y conceptos

El artículo 3 señala que este tratado se debe aplicar a todas las actividades 
empresariales, incluyendo las de carácter transnacional, independientemente de 
su tamaño. No obstante, cuando los Estados impongan obligaciones en materia de 
prevención a las empresas, tendrán en cuenta su tamaño, sector, contexto operacional 
y la magnitud del impacto a los DD. HH. causada por su actividad. Con relación a 
estos impactos, las disposiciones de este tratado se extenderán a todos los derechos 
universalmente reconocidos en los instrumentos internacionales de DD. HH.

https://www.stopcorporateimpunity.org/chevron-y-la-impunidad-corporativa/?lang=es
https://www.stopcorporateimpunity.org/chevron-y-la-impunidad-corporativa/?lang=es
https://www.stopcorporateimpunity.org/chevron-y-la-impunidad-corporativa/?lang=es
https://www.publico.es/internacional/treinta-anos-impunidad-contaminacion-chevron-texaco-ecuador-amazonia-sigue-sangrando.html#:~:text=Fue%20entre%201964%20y%201992,contaminando%20r%C3%ADos%2C%20arroyos%20y%20acu%C3%ADferos.
https://media.business-humanrights.org/media/documents/Traduccion_no_oficial_del_CIEDH-ESP.pdf
https://media.business-humanrights.org/media/documents/Traduccion_no_oficial_del_CIEDH-ESP.pdf
https://www.ohchr.org/sites/default/files/documents/hrbodies/hrcouncil/igwg-transcorp/session9/igwg-9th-updated-lbi-with-proposals.pdf
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¿Qué se entiende por “actividades empresariales de carácter 
transnacional”?

Es cualquier actividad económica, incluidas la fabricación, producción, 
transporte, distribución, comercialización y venta al por menor de bienes 
y servicios, realizada por una persona física o jurídica, sean empresas 
estatales, instituciones financieras y fondos de inversión, empresas 
trasnacionales u otras empresas comerciales, empresas conjuntas y 
cualquier otra relación comercial. Esto incluye las actividades realizadas 
por medios electrónicos, cuando:

	Se lleva a cabo en más de una jurisdicción o Estado.

	Se lleva a cabo en un Estado, pero una parte significativa de su 
preparación, planificación, dirección, control, diseño, procesamiento, 
fabricación, almacenamiento o distribución toma lugar a través de 
cualquier relación comercial en otro Estado o jurisdicción.

	Se lleva a cabo en un Estado, pero tiene efectos significativos en otro 
Estado o jurisdicción.9

Se destaca el uso de la noción “responsabilidad” para referirse al deber de las 
empresas de respetar los DD. HH. internacionalmente reconocidos, en lugar de 
“obligación”, concepto empleado en la versión anterior de 2021. Este cambio 
supone volver atrás en el debate sobre las obligaciones directas en materia 
de DD. HH. que pueden asumir las empresas transnacionales al amparo del 
Derecho internacional.

Puede ocurrir que en ciertas ocasiones los actos de una sociedad comercial sean 
atribuibles a los Estados, si las acciones de esta última le son imputables. Esta 
posibilidad no plantea demasiadas dudas cuando se trata de empresas públicas 
o semipúblicas; también, cuando, aun siendo de carácter privado, la empresa 
lleva a cabo actos siguiendo instrucciones del Estado o incluso si las autoridades 
estatales, conociendo la existencia de una situación de riesgo real y/o inmediato, no 
lo previnieron ni adoptaron una política pública dirigida a mitigarlo.10

b   Responsabilidad jurídica de las empresas transnacionales

También incluye el concepto de diligencia debida en el ámbito de la prevención. 
Así, el artículo 6.4 establece la obligación de los Estados de adoptar legislación 
apropiada para garantizar la práctica de la debida diligencia en materia de DD. HH. 
por parte de las empresas. Para dar cumplimiento a esta obligación —en el caso de 
que se adopte finalmente el instrumento jurídicamente vinculante— se requerirá 
la aprobación de legislación en la materia del Estado español.

9	 Artículos de definiciones 1.4. “Actividades empresariales” y 1.5. “Actividades empresariales 
de carácter transnacional” recogida en el borrador (julio, 2023).

10	 Comisión Nacional de los Derechos Humanos – México, “Empresas, Derechos Humanos 
y el rol de las INDH”, n.º 122, 2019, nota al pie 167.

https://www.cndh.org.mx/pronunciamientos-estudios-informes-especiales?field_fecha_creacion_value%5Bmin%5D=&field_fecha_creacion_value%5Bmax%5D=&keys=empresas+y+derechos+humanos&items_per_page=10
https://www.cndh.org.mx/pronunciamientos-estudios-informes-especiales?field_fecha_creacion_value%5Bmin%5D=&field_fecha_creacion_value%5Bmax%5D=&keys=empresas+y+derechos+humanos&items_per_page=10
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c	   Acceso a la reparación

El artículo 7 incluye el acceso de las víctimas a un remedio adecuado, poniendo el 
énfasis en la necesidad de atender a los obstáculos específicos a los que se enfrentan 
las mujeres y los grupos en situaciones vulnerables o marginados en acceder a dichos 
mecanismos. Este precepto recoge, además, algunas cuestiones importantes para 
las víctimas: el establecimiento de una serie de principios orientados a facilitar la 
admisión de medios probatorios (7.4) y medidas destinadas a mejorar y fomentar 
que los Estados alienten a los organismos competentes para contribuir a la entrega 
de recursos efectivos a las víctimas que interpongan reclamaciones (7.5).

Ámbito europeo

Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea

Instrumento jurídico vinculante para los Estados miembros de la UE desde 2009, 
contiene una serie de normas pertinentes en materia de respeto de los DD. HH. por 
parte de las empresas, como por ejemplo:

	 La prohibición de la tortura y el trabajo forzado (artículo 5).
	 La libertad de empresa (artículo 16).
	 La no discriminación (artículo 21).
	 Los derechos del menor (artículo 24).
	 Las condiciones de trabajo justas y equitativas (artículo 31).
	 La prohibición del trabajo infantil (artículo 32).
	 La protección de la salud (artículo 35).
	 La protección del medio ambiente (artículo 37).
	 La protección de los consumidores (artículo 38).
	 El derecho a la tutela judicial efectiva y a un juez imparcial (artículo 47).

Además, la UE ha puesto en marcha iniciativas que, aunque no crean nuevos 
derechos, orientan la actividad legislativa de los Estados miembros y la conducta 
empresarial de las corporaciones que desarrollan su actividad en territorio de la UE.

Entre ellas, cabe destacar el Informe de la Agencia de Derechos Fundamentales de 
la UE (2020) sobre “Empresas y Derechos Humanos: acceso a la reparación”, que 
proporciona evidencias de los obstáculos que enfrentan las víctimas de DD. HH. 
relacionados con la actividad empresarial cuando se busca reparación. También 
identifica buenas prácticas y establece recomendaciones dirigidas a mejorar el 
acceso a la justicia por las violaciones a los DD. HH. cometidas por parte de las 
empresas, a escala nacional y de la UE.

Por último, hay que mencionar la labor del Consejo de Europa, y especialmente del 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH), cuya serie de pronunciamientos 

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX:12012P/TXT
https://fra.europa.eu/sites/default/files/fra_uploads/fra-2020-business-human-rights_en.pdf
https://www.upo.es/revistas/index.php/lex_social/article/view/5068
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ha conformado la doctrina sobre la responsabilidad positiva del Estado para proteger 
los DD. HH. y garantizar la reparación que resulta de su violación por los sujetos 
privados, incluyendo las empresas. Aunque el Convenio Europeo de Derechos 
Humanos no tiene efecto directo sobre terceros, que no son sus destinatarios, los 
Estados tienen la obligación positiva de “adoptar medidas razonables y necesarias” 
para el efectivo cumplimiento de los DD. HH. por parte de sujetos privados, 
incluyendo las empresas multinacionales, en consonancia con el artículo 1 de los 
Principios Rectores.11

Directiva (EU) sobre diligencia debida de las empresas en 
materia de sostenibilidad

Su propósito es fomentar una conducta empresarial sostenible y responsable 
a lo largo de las cadenas de suministro mundiales. La idea es que las empresas 
prevengan, atajen o mitiguen los efectos adversos de sus actividades en los DD. 
HH., por ejemplo, el trabajo infantil y la explotación de los trabajadores, y en el 
medio ambiente, como podría ser la contaminación o la pérdida de biodiversidad.12

Esta propuesta se enmarca en la tendencia creciente de elaborar marcos jurídicos 
de diligencia debida obligatoria ante la constante falta de voluntad de las empresas 
a implementarla voluntariamente.13 En este sentido, si bien muchas empresas ya 
están poniendo en funcionamiento herramientas de responsabilidad empresarial, 
el Estudio sobre los requisitos de diligencia debida en la cadena de suministro, 
publicado por la Comisión Europea en 2020, reveló que las empresas adoptan 
medidas voluntarias centradas en el primer eslabón de las cadenas de suministro, 
cuando en realidad los daños a los DD. HH. y al medio ambiente se producen 
a menudo más abajo en la cadena de valor. Además, la adopción de este tipo de 
medidas es lenta y desigual. Por estas razones, sin duda alguna, se estima necesario 
establecer normas claras y específicas al respecto en el ámbito de la UE.

A continuación, se presentan unas infografías realizadas por la Red EU-LAT, una 
plataforma con sede en Bruselas que promueve políticas europeas participativas 
que contribuyan al respeto integral de los DD.HH., la igualdad de género, la 
democratización y un modelo de sociedad justo, inclusivo y sostenible en América 
Latina. La red ha seguido de cerca el proceso de adopción de la Directiva y ha 
llevado a cabo diferentes acciones de incidencia para que el texto incorporara las 
siguientes demandas:

11	 Ushakova, Tatiana., “La responsabilidad de las empresas en el sistema del Consejo de 
Europa”, Revista jurídica de los derechos sociales vol. 10, núm. 2, 2020.

12	 Comisión Europea, “Economía justa y sostenible: la Comisión establece normas para que 
las empresas respeten los Derechos Humanos y el medio ambiente en las cadenas de 
suministro mundiales”, Comunicado de prensa, 23 de febrero de 2022.

13	 Con la adopción de esta nueva Directiva, el concepto de diligencia debida adquiere una 
nueva dimensión. Por una parte, la propia naturaleza de la directiva como acto de derecho 
derivado que vincula a todos los Estados miembros destinatarios supone la introducción 
de este concepto en aquellos ordenamientos jurídicos que no tuviesen con anterioridad 
legislación nacional en la materia. Por otra, su adopción permite la armonización del 
concepto, ya que incluye los aspectos relativos a la sostenibilidad y el medio ambiente.

https://www.consilium.europa.eu/es/press/press-releases/2023/12/14/corporate-sustainability-due-diligence-council-and-parliament-strike-deal-to-protect-environment-and-human-rights/
https://www.consilium.europa.eu/es/press/press-releases/2023/12/14/corporate-sustainability-due-diligence-council-and-parliament-strike-deal-to-protect-environment-and-human-rights/
https://op.europa.eu/en/publication-detail/-/publication/8ba0a8fd-4c83-11ea-b8b7-01aa75ed71a1/language-en
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Imagen adaptada de la infografía: Futura Directiva sobre diligencia debida de las empresas en 

materia de sostenibilidad Red EU-LAT.

La Unión Europea y Latinoamérica están unidas 
por lazos e intereses muy profundos, también 
en el plano comercial y de las inversiones. Es 
fundamental por lo tanto garantizar que existe una 
coherencia entre las distintas políticas europeas y 
establecer mecanismos que aseguren el respeto 
de los derechos humanos y de los acuerdos 
internacionales en materia de medioambiente.

El 23 de febrero de 2022, la Comisión Europea publicó su borrador para una nueva 
legislación europea en materia de debida diligencia y sostenibilidad empresarial.

La propuesta tiene por objeto establecer mecanismos de rendición de cuentas 
y transparencia que garanticen un comportamiento empresarial sostenible y 
responsable a lo largo de las cadenas de suministros. Este es un paso largamente 
esperado desde la sociedad civil ante la constatación del fracaso de las medidas 
voluntarias de cumplimiento de las obligaciones en derechos humanos y protección 
del medio ambiente.

Futura directiva sobre diligencia debida de 
las empresas en materia de sostenibilidad.

El alcance de la cadena de valor
La propuesta plantea mecanismos 
a lo largo de la cadena de valor y en 
ambos sentidos, pero sólo respecto a las 
denominadas "relaciones comerciales 
establecidas" y de forma limitada en el 
sector financiero.

¿Cuál es su 
importancia?

¿Qué debe 
recoger?

Acceso a la justicia
Debe contemplar la 
alteración de la carga 
de la prueba y plazos de 
prescripción razonables 
para presentar 
reclamaciones de 
responsabilidad.

Protección
Las personas defensoras 
son clave en la protección 
de los derechos humanos 
y el medio ambiente. 
Es necesario que se 
reconozca su labor e 
incluir herramientas que 
garanticen su protección.

Enfoque de género
La directiva debe tener 
un enfoque de género y 
mecanismos efectivos de 
protección en línea con 
las peticiones realizadas 
desde la sociedad civil.

https://eulatnetwork.org/es/
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Por otra parte, un número destacado de los representantes de la academia española 
que trabajan para impulsar el control y la transparencia en las cadenas de valor, 
consideran, y así lo expresan en un manifiesto publicado en la web de la REDH-
EXATA, que la Directiva debería incluir los siguientes puntos:

	Que se aplique a la totalidad de la cadena global de valor, dentro y 
fuera de las fronteras de la UE, incluyendo el conjunto de relaciones 
comerciales, conforme al marco normativo supranacional antes 
mencionado.

	Que se incluya al sector financiero en su ámbito de aplicación.

	Que se garanticen los DD. HH. y el medioambiente desde una 
perspectiva más amplia y conforme al marco normativo supranacional.

	Que se establezcan, con carácter obligatorio, las consultas y la 
participación de los titulares de derechos y partes interesadas.

	Que se garantice el acceso a la justicia, impulsando la eliminación de 
las barreras legales y procedimentales para el acceso de las víctimas a 
la justicia. 

	Que se incorpore la perspectiva de género, estableciendo medidas 
y estrategias más eficaces para la protección de los derechos de las 
mujeres y las niñas.

¿A qué empresas va dirigida?14

Se aplicaría a las grandes empresas de la UE y a las empresas de fuera de la UE 
que actúen en ella (artículo 2):

•	 Grupo 1: Empresas de responsabilidad limitada de la UE con más de 500 
trabajadores y más de 150 millones de euros en volumen de negocio neto en 
todo el mundo.

•	 Grupo 2: Empresas de responsabilidad limitada con actividades en sectores 
definidos de gran impacto y que no alcancen los dos umbrales del grupo 1, pero 
que tengan más de 250 empleados y un volumen de negocio neto de 40 millones 
de euros en todo el mundo. Además, el 50% de su volumen de negocio se debe 
haber generado en uno o varios de estos sectores: a) fabricación de textiles, cuero 
y productos afines (incluido el calzado) y comercio mayorista de textiles, prendas 
de vestir y calzado; b) agricultura, silvicultura, pesca (incluida la acuicultura), 
fabricación de productos alimenticios y comercio mayorista de materias primas 
agrícolas, animales vivos, madera, alimentos y bebidas; c) extracción de recursos 
minerales, con independencia de su lugar de extracción (incluidos el petróleo 
crudo, el gas natural, la antracita y la hulla, el lignito, los metales y los minerales 

14	 Por cambios en las últimas votaciones justo durante el proceso de edición del presente 
documento recomendamos consultar el texto definitivo en la web del Parlamento 
Europeo.

https://redhexata.com/manifiesto/
https://www.europarl.europa.eu/news/es/press-room/20240419IPR20585/el-pe-aprueba-normas-para-las-empresas-sobre-derechos-humanos-y-medio-ambiente
https://www.europarl.europa.eu/news/es/press-room/20240419IPR20585/el-pe-aprueba-normas-para-las-empresas-sobre-derechos-humanos-y-medio-ambiente
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metálicos, así como todos los demás minerales, no metálicos, y los productos de 
cantera), fabricación de productos básicos de metal, otros productos minerales 
no metálicos y productos metálicos elaborados (con excepción de la maquinaria 
y el equipo), y comercio mayorista de recursos minerales, productos minerales 
básicos e intermedios (incluidos los metales y los minerales metálicos, los 
materiales de construcción, los combustibles, los productos químicos y otros 
productos intermedios).

	 Para estas, las normas se deben empezar a aplicar dos años más tarde que para 
el grupo 1.

•	 Empresas de terceros países con actividades en la UE con un umbral de volumen 
de negocio generado en la UE que se ajuste a los criterios de los grupos 1 y 2.

•	 Por el contrario, las pequeñas y medianas empresas no son objeto de aplicación 
directa de esta Directiva.

Se debe aplicar a todas las actividades propias de la empresa en cuestión, sus filiales 
y cadenas de valor. Es decir, al conjunto de sus relaciones comerciales directas e 
indirectas.

En cuanto a su contenido, la Directiva establece tres tipos de normas:

Normas relativas a la debida diligencia empresarial (arts. 4 a 11). En virtud de 
estos preceptos, las empresas están obligadas a integrar la diligencia debida en 
sus estrategias; determinar los efectos negativos reales o potenciales en los DD. 
HH. y el medioambiente; prevenir o mitigar posibles efectos negativos; poner fin 
a los efectos negativos reales o reducirlos al mínimo; establecer y mantener un 
procedimiento de reclamación; supervisar la eficacia de la estrategia y las medidas 
de diligencia debida, y comunicar públicamente sobre diligencia debida.

Lucha contra el cambio climático (art.15) La propuesta de Directiva obliga a las 
empresas a adoptar un plan que asegure que su modelo de negocio y estrategia 
es compatible con la transición hacia una economía sostenible y con el límite del 
calentamiento global de 1,5 ºC, en línea con los Acuerdos de París. En el caso de que 
el cambio climático hubiera tenido que ser identificado como un riesgo principal 
derivado de la actividad de la empresa, el plan incluirá objetivos de reducción de 
emisiones.

Autoridades de control y sanciones (arts. 17 a 20). Cada Estado miembro atribuirá 
las facultades de control a una autoridad nacional para supervisar el cumplimiento 
de la legislación nacional de transposición de la Directiva. Esa autoridad nacional 
tendrá poderes de inspección, podrá solicitar información a las empresas, ordenar 
el cese de incumplimientos y la adopción de medidas de remedios (proporcionales 
a la infracción), imponer sanciones y adoptar medidas provisionales para evitar 
la producción de riesgos y daños irreparables. Además, los Estados miembros 
establecerán el régimen de sanciones aplicable en caso de incumplimiento de las 
disposiciones nacionales aprobadas en virtud de la Directiva y adoptarán todas las 
medidas necesarias para garantizar su ejecución. Dichas sanciones serán efectivas, 
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proporcionadas y disuasorias, y se concretarán sobre la base del volumen de negocio 
de la empresa.

La Directiva será complementaria, en cierta medida, a la Directiva (UE) 2022/2464, del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 14 de diciembre de 2022, por lo que respecta 
a la presentación de información sobre sostenibilidad por parte de las empresas. 
Su propósito principal es mejorar la información en materia de sostenibilidad 
con el menor coste posible, a fin de sacar el máximo provecho del potencial del 
mercado único europeo para contribuir a la transición hacia un sistema económico 
y financiero plenamente sostenible e integrador.

Próximos pasos (a fecha de abril 2024)

Una vez aprobada formalmente por el Consejo, firmada por los 
colegisladores y publicada en el Diario Oficial de la UE, entrará en vigor 
veinte días después. Los Estados miembros tendrán dos años para 
incorporar las nuevas normas a sus legislaciones nacionales.

La nueva normativa —salvo las obligaciones de comunicación— se 
aplicará gradualmente a las empresas de la UE y a las de fuera que 
alcancen los umbrales de facturación indicados en la Unión:

 A partir de 2027, para las empresas con más de 5.000 empleados y un 
volumen de negocio mundial superior a 1.500 millones de euros.

 A partir de 2028, para las empresas con más de 3.000 empleados y un 
volumen de negocio global de 900 millones de euros o más.

 A partir de 2029, para el resto de las empresas, incluidas aquellas con 
más de 1.000 empleados y un volumen mundial de negocio superior a 
450 millones de euros.

El texto aprobado hasta el cierre de la publicación (abril de 2024) es una versión 
debilitada de la propuesta inicial. Según European Coalition for Corporate Justice, 
la versión final excluye al 70% de las empresas obligadas inicialmente. En efecto, la 
propuesta inicial de Directiva ha enfrentado muchos obstáculos e intereses, hasta 
el punto de comprometer a la baja la responsabilidad en la cadena de actividades 
y el alcance normativo.

Para superar las debilidades de la Directiva, se cuenta todavía, como última 
esperanza, con la transposición de la Directiva a las leyes estatales. En estas se 
deberán garantizar instrumentos prácticos y eficaces para las empresas y las 
autoridades encargadas de hacer cumplir la normativa, si realmente hay voluntad 
política para prevenir daños y proteger a las personas y a la Tierra.

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=DOUE-L-2022-81871
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=DOUE-L-2022-81871
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=DOUE-L-2022-81871
https://corporatejustice.org/
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Ámbito estatal

Anteproyecto de ley de protección de los Derechos Humanos, 
de la sostenibilidad y sobre la diligencia debida en las 
actividades empresariales

En el informe “La responsabilidad social corporativa en las memorias anuales de 
las empresas del IBEX 35”, publicado por el Observatorio de la Responsabilidad 
Social Corporativa (2021), se señaló que, de las 14 empresas pertenecientes al IBEX 
35 analizadas ese año, únicamente 5 aportaron información sobre los impactos a 
los DD. HH. detectados en su actividad empresarial.

Por su parte, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 
Naciones Unidas mostró preocupación en 2018 por el vacío legislativo existente en 
el ordenamiento jurídico español en materia de empresas y DD. HH., por lo que 
recomendó a España que:

•	 Fortalezca el marco normativo aplicable para asegurar la responsabilidad legal 
de las empresas respecto de las violaciones de los derechos económicos, sociales 
y culturales cometidas directamente por estas o resultantes de actividades de 
sus filiales en el extranjero.

•	 Refuerce los mecanismos existentes para investigar las denuncias presentadas 
contra las empresas y adopte medidas efectivas para garantizar el acceso 
a recursos efectivos por parte de las víctimas, así como a las reparaciones o 
compensaciones correspondientes.15

En efecto, en España está en marcha desde 2022 la elaboración del Anteproyecto 
de ley de protección de los Derechos Humanos, de la sostenibilidad y sobre la 
diligencia debida en las actividades empresariales, aunque por el momento no 
se ha publicado el texto de la norma definitivo, el borrador recoge los siguientes 
ámbitos materiales, que constituyen su objeto:

•	 Las obligaciones de diligencia debida que incumben a las empresas en relación 
con los efectos adversos, reales y potenciales, sobre los DD. HH., el trabajo decente 
y el medioambiente de sus propias actividades, de las actividades de sus filiales 
y de las que se realicen a lo largo de su cadena de valor.

•	 Las medidas de fomento del comportamiento empresarial responsable con los 
DD. HH., el medio ambiente y el cambio climático.

•	 La responsabilidad jurídica, civil y administrativa derivada del incumplimiento de 
las normas de diligencia debida contenidas en esta ley.

15	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observaciones finales sobre el 
sexto informe periódico de España (Adoptadas por el Comité en su sexagésimo tercero 
período de sesiones 12 - 29 de marzo 2018), UN Doc. E/C.12/ESP/CO/6, 25 de abril de 2018, 
párr.9.

https://www.mdsocialesa2030.gob.es/agenda2030/documentos/220208-consulta-publica-definitiva.pdf
https://www.mdsocialesa2030.gob.es/agenda2030/documentos/220208-consulta-publica-definitiva.pdf
https://www.mdsocialesa2030.gob.es/agenda2030/documentos/220208-consulta-publica-definitiva.pdf
https://observatoriorsc.org/la-responsabilidad-social-corporativa-en-las-memorias-anuales-de-las-empresas-del-ibex-35/
https://observatoriorsc.org/la-responsabilidad-social-corporativa-en-las-memorias-anuales-de-las-empresas-del-ibex-35/
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•	 Las garantías del acceso a la justicia para las personas y grupos afectados por 
los efectos adversos sobre los DD. HH., el trabajo decente y el medioambiente 
derivados de sus propias actividades, de las filiales y de las que se realicen a lo 
largo de su cadena de valor a nivel global.

En relación con este anteproyecto, se ha llevado a cabo una consulta pública con 
organizaciones de la sociedad civil, personas físicas, empresas, partidos políticos, 
sindicatos, organizaciones empresariales y corporaciones de derecho público. Más 
de un 58% del total de las aportaciones fueron formuladas por organizaciones 
de la sociedad civil.

A grandes rasgos las demandas se refieren a: la necesidad de adoptar un marco 
jurídico que responda a la obligación asumida por el Estado en materia de 
diligencia debida empresarial, centrado en medidas de prevención, evitación y 
reparación de daños; la necesidad de implementar un régimen sancionatorio para 
responder a los incumplimientos; la distinción de los sectores de alto riesgo, en 
función de su impacto y naturaleza; la garantía de que las víctimas puedan acceder 
a la asistencia jurídica gratuita; la creación de una autoridad pública independiente 
con competencias de inspección y sanción.16

Ámbito catalán

Proposición de ley de creación del centro catalán de empresa y 
Derechos Humanos 

Cataluña cuenta con el grupo catalán de empresas y DD. HH., creado en 2014 al 
amparo de la Ley catalana de cooperación y la Ley de la Acción y el Servicio Exterior. 
Forman parte de este grupo 22 entidades, aglutinadas en dos plataformas (Lafede.
cat y la Taula Catalana per la Pau i els Drets Humans a Colòmbia) que trabajan 
por la implementación de un marco normativo que acabe con la impunidad de las 
empresas transnacionales cuyas actividades suelen generar graves vulneraciones a 
DD. HH. en otros países diferentes a los de su origen, pero no exclusivamente.

Este grupo ha impulsado la elaboración de la Proposición de ley de creación 
del centro catalán de empresa y Derechos Humanos, admitida a trámite en el 
Parlament de Catalunya el 9 de febrero de 2022. El centro propuesto se trata de un 
organismo público, con personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar, 
que se espera que actúe con plena independencia de las administraciones públicas 
en el ejercicio de sus funciones.

En este sentido, en el actual artículo 3 de la proposición de ley, se prevé que el 
centro se ocupe de prevenir y alertar sobre casos concretos de vulneración a los 

16	 El resto de las aportaciones pueden consultarse en el “Informe de análisis de la consulta 
pública sobre el anteproyecto de ley de los derechos humanos, de la sostenibilidad y 
sobre la diligencia debida en las actividades empresariales”.

https://www.parlament.cat/ext/f?p=siap-cerca:expedient:::::p15_num_expedient:202-00014/13
https://www.parlament.cat/ext/f?p=siap-cerca:expedient:::::p15_num_expedient:202-00014/13
https://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/PDF/3551/1886416.pdf
https://www.boe.es/buscar/pdf/2014/BOE-A-2014-3248-consolidado.pdf
https://www.parlament.cat/document/bopc/202451924.pdf#page=15
https://www.parlament.cat/document/bopc/202451924.pdf#page=15
https://www.mdsocialesa2030.gob.es/agenda2030/documentos/Informe_APL_Diligencia_debida.pdf
https://www.mdsocialesa2030.gob.es/agenda2030/documentos/Informe_APL_Diligencia_debida.pdf
https://www.mdsocialesa2030.gob.es/agenda2030/documentos/Informe_APL_Diligencia_debida.pdf
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DD. HH. que se produzcan como consecuencia de la actividad exterior de las 
empresas que operan en Cataluña.

En su mandato se incluyen también tareas de asesoramiento y fomento del 
cumplimiento de las obligaciones en materia de respeto a los DD. HH. Igualmente, 
se espera que se le atribuyan competencias para investigar, inspeccionar y recibir 
quejas en las que se alegue el incumplimiento de estas. Así como vigilar y monitorear 
la implementación de las recomendaciones formuladas desde el centro a las otras 
administraciones competentes.

La posible creación de un centro de empresas y DD. HH. como el catalán, 
especialmente si termina incluyendo la particularidad de que pueda recibir 
quejas y actuar en consecuencia, conlleva numerosas ventajas. Se trata, en 
definitiva, de un mecanismo de evaluación del impacto sobre los DD. HH., la paz y al 
medioambiente causado por las empresas que operan en Cataluña y el exterior. De 
tal suerte que, dichas empresas sean finalmente responsables de sus actos, dentro 
y fuera del territorio catalán.

Por todo ello, en caso de aprobarse la propuesta, Cataluña sería pionera en 
la defensa de los DD. HH. a escala internacional. Tras concluir el periodo de 
audiencias con expertos y expertas de la sociedad civil en abril de 2023 y el periodo 
de presentación de enmiendas, y tras haber sido aprobada la propuesta por la 
Comissió d’Acció Exterior, Unió i Cooperació del Parlament, se han llevado a cabo 
ponencias para debatirlas.

Sin embargo, cabe destacar que en el momento de la edición de esta publicación 
todo este proceso se ha detenido debido a la convocatoria anticipada de elecciones 
para el 12 de mayo de 2024.17

17 Marco Aparicio y Alejandra Durán, Catalunya Plural (27.03.2024). “La convocatòria 
d’eleccions no aturarà el Centre català d’Empresa i Drets Humans que necessitem”.

Es posible que nuestra lucha llegue allí, en donde la vida es más 
tranquila, que se intercambien esos saberes, porque se debe 
entender que en otras partes estamos sufriendo la comodidad 
de allá.

Milena Florez - Movimiento Ríos Vivos (Colombia)

https://catalunyaplural.cat/ca/la-convocatoria-deleccions-no-aturara-el-centre-catala-dempresa-i-drets-humans-que-necessitem/
https://catalunyaplural.cat/ca/la-convocatoria-deleccions-no-aturara-el-centre-catala-dempresa-i-drets-humans-que-necessitem/
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Cuadro recopilatorio de 
instrumentos normativos

Normativa

Ámbito internacional

•	 Principios Rectores de Naciones Unidas sobre las empresas y los 
Derechos Humanos, 2011.

•	 Principios de contratación responsable. Integración de la gestión de los 
riesgos relacionados con los Derechos Humanos en las negociaciones 
entre Estados e inversores. Orientación para los negociadores, 2015.

•	 Declaración tripartita de principios sobre las empresas multinacionales 
y la política social de la Organización Internacional para el Trabajo, 
2022.

•	 Líneas directrices de la OCDE para Empresas Multinacionales sobre 
Conducta Empresarial Responsable, 2023.

Ámbito de la Unión Europea

•	 Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea, 2000.

•	 Directiva (UE) sobre diligencia debida de las empresas en materia de 
sostenibilidad, texto aprobado por el Parlamento Europeo el 24 de abril 
de 2024, pendiente de ratificación por el Consejo Europeo a celebrarse 
el 23 de mayo.

•	 Directiva (UE) 2022/2464, del Parlamento Europeo y del Consejo de 
14 de diciembre de 2022, por lo que respecta a la presentación de 
información sobre sostenibilidad por parte de las empresas, 2022.

•	 Plan de Acción de la UE para los Derechos Humanos y la Democracia 
2020-2024, 2020.

https://www.ohchr.org/sites/default/files/documents/publications/guidingprinciplesbusinesshr_sp.pdf
https://www.ohchr.org/sites/default/files/documents/publications/guidingprinciplesbusinesshr_sp.pdf
https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/Publications/Principles_ResponsibleContracts_HR_PUB_15_1_SP.pdf
https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/Publications/Principles_ResponsibleContracts_HR_PUB_15_1_SP.pdf
https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/Publications/Principles_ResponsibleContracts_HR_PUB_15_1_SP.pdf
https://www.ilo.org/es/publications/declaracion-tripartita-de-principios-sobre-las-empresas-multinacionales-y-1
https://www.ilo.org/es/publications/declaracion-tripartita-de-principios-sobre-las-empresas-multinacionales-y-1
https://www.ilo.org/es/publications/declaracion-tripartita-de-principios-sobre-las-empresas-multinacionales-y-1
https://www.oecd.org/publications/lineas-directrices-de-la-ocde-para-empresas-multinacionales-sobre-conducta-empresarial-responsable-7abea681-es.htm
https://www.oecd.org/publications/lineas-directrices-de-la-ocde-para-empresas-multinacionales-sobre-conducta-empresarial-responsable-7abea681-es.htm
https://www.europarl.europa.eu/charter/pdf/text_es.pdf
https://www.consilium.europa.eu/es/press/press-releases/2023/12/14/corporate-sustainability-due-diligence-council-and-parliament-strike-deal-to-protect-environment-and-human-rights/
https://www.consilium.europa.eu/es/press/press-releases/2023/12/14/corporate-sustainability-due-diligence-council-and-parliament-strike-deal-to-protect-environment-and-human-rights/
https://www.consilium.europa.eu/es/press/press-releases/2023/12/14/corporate-sustainability-due-diligence-council-and-parliament-strike-deal-to-protect-environment-and-human-rights/
https://www.consilium.europa.eu/es/press/press-releases/2023/12/14/corporate-sustainability-due-diligence-council-and-parliament-strike-deal-to-protect-environment-and-human-rights/
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=DOUE-L-2022-81871
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=DOUE-L-2022-81871
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=DOUE-L-2022-81871
https://ec.europa.eu/info/law/better-regulation/have-your-say/initiatives/12122-Derechos-humanos-y-democracia-en-la-UE-Plan-de-Accion-2020-2024-_es
https://ec.europa.eu/info/law/better-regulation/have-your-say/initiatives/12122-Derechos-humanos-y-democracia-en-la-UE-Plan-de-Accion-2020-2024-_es
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Ámbito español

•	 Anteproyecto de ley de protección de los Derechos Humanos, de 
la sostenibilidad y sobre la diligencia debida en las actividades 
empresariales, 2022.

Ámbito catalán

•	 Proposició de llei de creació del centre català d’empresa i drets humans, 
2021.

Jurisprudencia

Tribunal Europeo de Derechos Humanos

•	 TEDH, X and Y v. the Netherlands, nº 8978/80, Judgment of 26 March 
1985.

•	 TEDH, Fadeyeva v. the Russian Federation, nº 55273/00, Judgment of 9 
June 2005.

•	 TEDH, Moldovan and Others v. Romania, nº 41138/98 and 64320/01, 
Judgment nº 2 of 12 July 2005. 

Corte Interamericana de Derechos Humanos

•	 CIDH. Comunidades cautivas: situación del pueblo indígena guaraní 
y formas contemporáneas de esclavitud en el Chaco de Bolivia, OEA/
Ser.L/V/II. Doc. 58, 24 de diciembre de 2009.

•	 Corte IDH. Caso Trabajadores de la hacienda Brasil Verde vs Brasil. 
Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 
20 de octubre de 2016. Serie C N.º 318.

https://www.pactomundial.org/leyes-directivas-normativas-sostenibilidad/anteproyecto-de-ley-de-proteccion-de-los-derechos-humanos-de-la-sostenibilidad-y-diligencia-debida-en-las-actividades-empresariales-transnacionales/
https://www.pactomundial.org/leyes-directivas-normativas-sostenibilidad/anteproyecto-de-ley-de-proteccion-de-los-derechos-humanos-de-la-sostenibilidad-y-diligencia-debida-en-las-actividades-empresariales-transnacionales/
https://www.pactomundial.org/leyes-directivas-normativas-sostenibilidad/anteproyecto-de-ley-de-proteccion-de-los-derechos-humanos-de-la-sostenibilidad-y-diligencia-debida-en-las-actividades-empresariales-transnacionales/
https://www.parlament.cat/document/bopc/202451924.pdf#page=15
https://www.parlament.cat/document/bopc/202451924.pdf#page=15
https://hudoc.echr.coe.int/fre#{%22itemid%22:[%22001-57603%22]}
https://hudoc.echr.coe.int/fre#{%22itemid%22:[%22001-57603%22]}
https://hudoc.echr.coe.int/eng#{%22itemid%22:[%22003-1364020-1423888%22]}
https://hudoc.echr.coe.int/eng#{%22itemid%22:[%22003-1364020-1423888%22]}
https://hudoc.echr.coe.int/fre#{%22itemid%22:[%22001-69670%22]}
https://hudoc.echr.coe.int/fre#{%22itemid%22:[%22001-69670%22]}
https://www.oas.org/es/cidh/indigenas/docs/pdf/comunidades%20cautivas.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/indigenas/docs/pdf/comunidades%20cautivas.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/indigenas/docs/pdf/comunidades%20cautivas.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_318_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_318_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_318_esp.pdf
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Reds- Red de solidaridad para la transformación social
Pere Vergés, 1, 08020 Barcelona
Teléfono: 697-392-041 / Mail: reds@reds.ong

@reds_transformawww.reds.ong

Red de solidaridad para la transformación social -Reds- es una plataforma 
multidisciplinar que promueve e incide en procesos de transformación social 
para fortalecer una cultura inclusiva, la justicia global y el bienestar común. 
Reds nació en Barcelona en el año 1999.

Trabajamos en iniciativas de sensibilización y pedagogía social, incidencia 
política, cooperación internacional, formación e investigación a través del 
trabajo en red y la colaboración con otros colectivos y organizaciones.
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